CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION CUARTA

Consejera Ponente: MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Bogotá, D. C., noviembre veintiséis (26) de dos mil ocho (2008).
Radicación Número: 66001233100020050003701 (16272)
Actor: AURA ROSA MEDINA DE SALAZAR   

Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de septiembre 28 de 2006 proferida por el Tribunal Administrativo de Risaralda, desestimatoria de las súplicas de la demanda.

ANTECEDENTES

La señora AURA ROSA MEDINA DE SALAZAR presentó declaración de renta y complementarios por el año gravable 2000, el 16 de abril de 2001 con un saldo a pagar de $160.000.

Mediante Auto de Apertura No. 160762002001546 de diciembre 4 de 2002, la División de Fiscalización Tributaria y Aduanera de la Administración de Impuestos y Aduanas de Pereira, ordenó iniciar investigación por la vigencia fiscal mencionada.

Con el oficio No. 2027 de diciembre 3 del 2002 se invitó a la actora a que corrigiera el denuncio rentístico del período gravable de 2000, al evidenciar un valor injustificado en los ingresos susceptibles de constituir ganancia ocasional, así como en los costos o parte no gravada. 

Dicho acto fue contestado el 20 de febrero de 2003, en donde manifestó que la ganancia ocasional que declaró como no gravada correspondía a gananciales y recompensas por deudas de la sociedad conyugal a su favor.

El 10 de abril de 2003 se profirió el Requerimiento Especial No. 160762003000026 en donde se propone la modificación de la liquidación privada para gravar con impuesto de ganancias ocasionales la suma de $540.064.000, que corresponde a un 30% de los bienes inventariados en la escritura de sucesión. Un mayor impuesto a cargo de $174.408.000, sanción por inexactitud de $279.053.000, para un total saldo a pagar de $453.621.000.

El 25 de agosto de 2003 se expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 160642003000076 en los mismos términos que el acto de proposición.

Previa interposición del recurso de reconsideración respectivo, fue decidido con la Resolución No. 160772004000016 de julio 15 de 2004 en el sentido de confirmar en todas sus partes la actuación oficial de revisión.

DEMANDA

La actora en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho solicitó la anulación de los actos administrativos que modificaron la declaración de renta y complementarios del año gravable de 2000. A título de restablecimiento del derecho se declare que no se encuentra obligada a cancelar suma alguna por concepto de impuesto de ganancia ocasional y sanción por inexactitud.

Invocó como normas violadas los artículos 1771, 1772 y 1835 del Código Civil; 47 y 647 del Estatuto Tributario.

El concepto de violación se sintetiza así:

En la liquidación oficial se incurre en el error de confundir tanto los gananciales como las recompensas, siendo estas últimas indemnizaciones o compensaciones que le debe la sociedad conyugal a uno de los cónyuges.

El artículo 1835 del Código Civil al cual se refiere el acto oficial es aplicable para aquellos casos en los cuales a uno de los cónyuges se le adjudica un bien sobre el que pesa un gravamen hipotecario o prendario y debe cancelarlo, de ahí que se le recompensa por este pago o se adjudican bienes que compensen la deuda.

En este caso se utilizaron bienes propios de uno de los cónyuges en la adquisición de activos del otro, en consecuencia, este valor no forma parte de la sociedad conyugal, ni de la masa a repartir.

La DIAN al resolver el recurso de reconsideración, manifestó que las recompensas no se encontraban probadas y que los testimonios se originaron con posterioridad a la liquidación de la sociedad conyugal, por lo que los consideró post- constituidos, y en todo caso en virtud de los artículos 1771 y 1772 del Código Civil tales recompensas se han debido constituir como capitulaciones matrimoniales y otorgarse por escritura pública.
Lo anterior no tiene cabida si se tiene en cuenta que unas son las capitulaciones matrimoniales, que se celebran antes de contraer matrimonio y otras muy diferentes son las recompensas, que tienen el carácter de créditos a favor de los cónyuges y a cargo de la sociedad conyugal, cuando los bienes propios de un cónyuge se emplean en la adquisición, mejora o reparación de los bienes del otro.
Es improcedente la sanción por inexactitud al presentarse diferencia de criterios entre el particular y la Administración de Impuestos, además no se ocultaron hechos económicos, ni se desvirtúo la realidad del ingreso para derivar en un menor impuesto.

OPOSICION

La entidad demandada se opuso a la prosperidad de las pretensiones de la demanda con los siguientes argumentos:

La Escritura Pública No. 01406 de junio 6 de 2000 del acto de sucesión del señor Jorge Alfonso Salazar da cuenta que a la señora Aura Rosa Medina de Salazar por los bienes aportados a la sociedad conyugal, se le reconoce su valor, por lo que se adjudicó un 80% a título de gananciales deudas y recompensas, con sustento en el artículo 1835 del Código Civil. El 20% restante fue distribuido entre ocho (8) herederos en partes iguales.

La demandante recibió la suma de $1.440.172.800 por concepto de gananciales, deudas y recompensas, que en su denuncio rentístico por el año gravable 2000 descontó en su totalidad como costo o parte  no gravada de las ganancias ocasionales, lo que era improcedente en la medida en que la parte exenta son los gananciales equivalentes al 50% de la masa hereditaria, según lo dispuesto en el artículo 1830 del Código Civil, y el otro 30% adicional, al recibirse por pago de deudas y recompensas de la sociedad conyugal está gravado con el tributo.

Los ingresos que no constituyen renta ni ganancia ocasional están contemplados taxativamente en los artículos 36 a 57 del Estatuto Tributario, en donde el artículo 47 dispone que no constituye “ganancia ocasional” lo recibido por concepto de gananciales, pero sí lo recibido como porción conyugal.

Los artículos 299 a 317 ib. indican el tratamiento de los ingresos susceptibles de constituir ganancia ocasional, y el 302 determina que se someten a este impuesto, los provenientes de herencias, legados y donaciones, al igual que la porción conyugal.

El artículo 786 del Estatuto Tributario establece que cuando exista alguna prueba distinta de la declaración de renta y complementarios del contribuyente sobre la existencia de un ingreso y éste alega haberlo recibido en circunstancias que no lo hacen constitutivo de renta, está obligado a demostrar tales circunstancias.

En el caso en discusión no se ha demostrado que se trate de las recompensas definidas en el artículo 1835 del Código Civil, para el pago de hipoteca o prenda sobre alguno de los bienes adjudicados, en la medida en que sólo se presentaron unas declaraciones extraproceso con fecha posterior a la adjudicación de la herencia, el 20 de febrero de 2003.

Por último, debe aplicarse la sanción por inexactitud al no presentarse diferencias de criterio, pues en el proceso gubernativo se comprobó que la contribuyente incluyó exenciones inexistentes generando un menor impuesto o saldo a pagar.

SENTENCIA DEL TRIBUNAL

El Tribunal Administrativo de Risaralda mediante sentencia de septiembre 28 de 2006 negó las pretensiones de la demanda. Las razones de la decisión fueron:
En el asunto debatido la demandante no logró demostrar que el ingreso recibido tenía el carácter de recompensa dentro de los gananciales exonerados de ganancia ocasional, ya que no acreditó que la suma adjudicada en su favor en la liquidación de la sucesión ab intestato de su cónyuge por valor de $540.064.000, correspondía a una compensación recibida de la sociedad conyugal al constituir un aumento exclusivo de su patrimonio que debía ser restituído al momento de la liquidación social por causa de muerte, pues resultó ineficaz la prueba testimonial allegada para tal efecto, al tratarse de declaraciones para fines extraprocesales, además de que los hechos materia de declaración son completamente ajenos al conocimiento directo que hubieran podido obtener los deponentes, por cuanto aluden circunstancias acaecidas con anterioridad al matrimonio de su señora madre.
Al no estar acreditado el carácter especial de la recompensa que la actora invoca como exenta, queda sin fundamento el que no constituya ganancia ocasional gravable.
No le asiste razón a la demandante de que se debe exonerar de la sanción de inexactitud por una diferencia de criterios relativa a la aplicación de las normas que consagran los tributos, pues la discusión giró en torno al aspecto probatorio para que se dejaran de gravar las recompensas a su favor, en donde la Administración demostró la omisión de incluir ingresos susceptibles de constituir ganancia ocasional, lo que aumentaba el impuesto a cargo liquidado.
RECURSO DE APELACION

Inconforme con lo decidido en primera instancia, la parte demandante expresó en síntesis: 

Debe estudiarse con detenimiento la idoneidad de los medios de prueba, especialmente las declaraciones rendidas por los hijos y el mismo proceso sucesoral en el se adjudicó a la cónyuge los bienes por concepto de recompensas.

Los hechos de los cuales tuvieron conocimiento los hijos no son ajenos a la materia de la litis como lo manifiesta la sentencia, por el contrario, por ser miembros de la familia tienen la capacidad y el conocimiento para certificar que su abuelo era quien tenía el dinero y lo entregó a su madre, quien a su vez lo pasó a su esposo para que acrecentara los bienes sociales.

Las declaraciones extraproceso fueron aportadas como pruebas anticipadas y en ningún momento fueron controvertidas por la DIAN, puesto que la entidad tanto en vía gubernativa como en la contenciosa no se refirió a la calidad de la prueba, sino al hecho de que las recompensas no se encontraban estipuladas en la Ley como exentas del impuesto de ganancia ocasional.

Es improcedente la sanción por inexactitud, pues en ningún momento se utilizaron medios fraudulentos, ni se ocultaron hechos a la Administración  de Impuestos, de ahí que la falta de prueba no debe dar lugar a su aplicación.

ALEGATOS DE CONCLUSION

La parte demandante no intervino en esta etapa procesal.

La parte demandada reiteró que en el plenario no existe prueba del origen de las recompensas, sino afirmaciones sobre algunos de los dineros recibidos por la cónyuge, sin demostrarse que hubiese pagado una prenda o hipoteca. La prueba testimonial allegada no surte ningún efecto en materia tributaria, pues se requiere de documentos sobre el origen de la sucesión, legado o asignación.

CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

La Procuradora Delegada ante la Sección estimó que debía confirmarse la sentencia impugnada. En concreto conceptúo:

La contribuyente de ninguna manera demostró por medio de las declaraciones extraproceso de sus hijos rendidas el 20 de febrero de 2003, con posterioridad a la liquidación de la sociedad conyugal, el carácter de recompensa de la asignación por causa de muerte en cuantía de $540.064.000, ni las circunstancias especiales por las cuales consideró esos ingresos no susceptibles del impuesto de ganancia ocasional, a pesar de la exigencia de la normatividad tributaria y lo requerido por la Administración.

El hecho objeto de demostración necesitaba de pruebas que no sólo dieran a entender que la asignación se efectúo, sino que ocurrió a título de compensación por deudas contraídas por la sociedad conyugal a  favor de la actora.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Debe la Sala determinar la legalidad de los actos administrativos mediante los cuales se modificó la declaración de renta y complementarios del año gravable de 2000, a cargo de la señora AURA ROSA MEDINA DE SALAZAR.

El problema jurídico a dilucidar versa en establecer si lo recibido por la actora a título de recompensa equivalente al 30% de los bienes sociales en cuantía de $540.064.000 dentro de la liquidación de la sociedad conyugal en la sucesión intestada de Jorge Alfonso Salazar Tamayo, se encuentra gravado con el impuesto de ganancias ocasionales de acuerdo con lo normado en los artículos 47 y 302 del Estatuto Tributario.
La Sala observa que según la Escritura Pública No. 1406 de junio 6 de 2000 (fl. 140 e.) se solemnizó la liquidación de la sucesión intestada del causante Jorge Alfonso Salazar Tamayo y de sus herederos: Aura Rosa Medina de Salazar (cónyuge supérstite), Rodrigo Alfonso Salazar Medina, Fanny Salazar Medina, Nelly Salazar Medina, Inés Salazar de Díaz, Alberto Eduardo Salazar Medina, Octavio Salazar Medina, Diego Salazar Medina y Mary Salazar Medina.

En la parte concerniente a la relación de inventarios y avalúos, el aludido documento público menciona: 
“Se trata de una sucesión intestada, con sociedad conyugal vigente para ser liquidada y ocho herederos conocidos para distribuir la herencia del causante. Como primer paso se procederá a liquidar la sociedad conyugal con la señora AURA ROSA MEDINA DE SALAZAR teniendo en cuenta que, dados los bienes del haber relativo de la sociedad conyugal aportados por ésta, se le reconocerá y pagará el valor de éstos. Por lo tanto, atendiendo a las deudas y recompensas de la sociedad conyugal a favor de la señora AURA ROSA MEDINA DE SALAZAR, adjudicará a la señora un 80% a título de gananciales y deudas  y recompensas de la sociedad conyugal. Lo anterior tiene sustento en el artículo 1835 del Código Civil. El 20% restante será distribuido entre los ocho herederos mencionados por partes iguales.” (Negrilla y subrayado fuera de texto)

Al efectuar la liquidación se determinó:

“LIQUIDACION

Valor de los bienes inventariados 


$1.800.216.000

Legitima de AURA ROSA MEDINA DE S

$1.440.172.800

Legitima de RODRIGO ALFONSO SALAZAR M.
$45.005.400

Legitima de FANNY SALAZAR MEDINA

$45.005.400

Legitima de NELLY SALAZAR MEDINA


$45.005.400

Legitima de INES SALAZAR DE DIAZ


$45.005.400

Legitima de ALBERTO EDUARDO SALAZAR M
$45.005.400

Legitima de OCTAVIO SALAZAR MEDINA

$45.005.400

Legitima de DIEGO SALAZAR MEDINA


$45.005.400

Legitima de MARY SALAZAR MEDINA


$45.005.400

Suma adjudicada





$1.800.216.000

DISTRIBUCION

HIJUELA DE LA SRA. AURA ROSA MEDINA DE SALAZAR: Por su legitima le ha de corresponder la suma de $1.440.172.800.oo pesos m/cte., o sea el 80% de la herencia correspondiente a: Un 50% por concepto de GANANCIALES en la liquidación de la sociedad conyugal. El 30% restante, por pago de deudas de la sociedad conyugal y recompensas. Para efectos de impuestos de ganancia ocasional ésta suma no causa impuestos por corresponder a gananciales…” (Negrilla fuera de texto)

Del contenido de la escritura pública mencionada, la Sala aprecia que a la demandante le correspondió por efecto de la liquidación de la sociedad conyugal un 80% del haber social equivalente a $1.440.172.800,  compuesto por un 50% de “gananciales” y un 30% por pago de “deudas” y “recompensas” debidas por dicha sociedad conyugal a la Sra. Medina de Salazar, por bienes propios aportados al matrimonio.
En materia civil, las recompensas o compensaciones
 son las indemnizaciones en dinero a que entre sí están obligados los patrimonios del marido, de la mujer y de la sociedad conyugal. Dichas recompensas tienen el carácter de créditos en favor o en contra de los cónyuges o de la sociedad, y se hacen exigibles y efectivas al producirse la disolución y liquidación de la misma sociedad conyugal (C.C. art. 1825). Las recompensas pueden ser de los cónyuges a la sociedad, de la sociedad a los cónyuges y de cónyuge a cónyuge.
Un cónyuge debe recompensas al otro en los siguientes casos:

a)  Cuando con bienes propios de uno de los cónyuges se pagan voluntaria o forzadamente deudas personales del otro (C.C. art. 1835);

b)  Cuando los bienes propios de un cónyuge se emplean en la adquisición, mejora o reparación de los bienes del otro, y

c)  Cuando con dolo o culpa grave un cónyuge causa pérdidas o deterioros en los bienes del otro (C.C. art. 1827).

El artículo 1802 del Código Civil señala que se debe recompensa por las expensas de toda clase que se hayan hecho en los bienes de cualquiera de los cónyuges, en cuanto dichas expensas hayan aumentado el valor de los bienes, y en cuanto subsistiere este valor a la fecha de la disolución de la sociedad, a menos que este aumento de valor exceda al de las expensas, pues en tal caso se deberá sólo el importe de éstas.
Igualmente, las adquisiciones hechas por cualquiera de los cónyuges a título de donación, herencia o legado, se agregan a los bienes del cónyuge donatario, heredero o legatario [art. 1782 ib]

Además, cada cónyuge, por sí o por sus herederos, tiene derecho a sustraer de la masa las especies o cuerpos ciertos que le pertenezcan, los precios, saldos y recompensas que constituyan el resto de su haber, unido a que si por efecto de una hipoteca o prenda constituida sobre una especie que le ha cabido en la división de la masa social, paga una deuda de la sociedad, tendrá acción contra el otro cónyuge [artículos 1826 y 1835 del Código Civil].

De manera que el concepto de “recompensa” incluye los valores que deben ser restituidos o reintegrados a uno de los cónyuges por el aporte de bienes adquiridos a título de donación, herencia o legado, al igual que las expensas realizadas en los bienes del otro cónyuge y lo pagado por concepto de hipoteca o prenda sobre especies que hacen parte de la masa social.
Es decir, que son créditos entre los cónyuges y la sociedad conyugal que surgen con motivo de la gestión patrimonial de los bienes propios y gananciales, y que deben ser determinados después de la disolución de la sociedad conyugal y antes de la partición, a fin de establecer exactamente la composición de las masas patrimoniales propias de cada cónyuge, teniendo en cuenta los bienes que la constituían al iniciarse el matrimonio y los que fueron adicionados o sustraídos con posterioridad.
En efecto, la Corte Suprema de Justicia ha indicado
 que el haber de la sociedad conyugal se compone, entre otros bienes, del dinero que cualquiera de los cónyuges aporta al matrimonio, o durante él adquiriere, obligándose la sociedad a su restitución. 

Luego, ante el fallecimiento de uno de los cónyuges, se hace indispensable liquidar la sociedad conyugal, mediante un conjunto de operaciones que tiene por objeto señalar la masa social, deducir los pasivos y las recompensas y dividir el activo líquido restante.

De forma tal, que a la extinción del régimen de “sociedad conyugal” surge una masa compuesta por bienes, deudas y demás elementos indicados en la ley, que, como universalidad jurídica, genera a favor de ambos cónyuges el derecho a la participación en ella, en los llamados derechos universales de gananciales
, los cuales consisten en lo que recibe cada uno de los cónyuges al liquidar la sociedad conyugal, después de pagar el pasivo social y las recompensas a favor y en contra de la sociedad. 

Y la razón jurídica para que, previo a establecer el activo partible, se deban deducir los pasivos y las recompensas, es porque unos y otras no pertenecen al activo líquido de la sociedad conyugal, sino que constituyen bienes propios del cónyuge a quien se le asignan, que fueron incluídos en la masa social en calidad de préstamo o de expensa efectuada con el objeto de incrementar el valor de los bienes sociales y que deben ser reintegrados a su propietario, con antelación a establecer el valor que va a ser deferido como herencia.

Ahora bien, en el terreno fiscal el impuesto de ganancias ocasionales es concebido como un gravamen complementario del impuesto sobre la  renta [artículo 5 del Estatuto Tributario] y se genera por la obtención de ingresos derivados de la venta de activos fijos poseídos durante dos años o más; las utilidades provenientes de la liquidación de sociedades cuyo término de existencia sea superior a dos años; las herencias, legados, donaciones y la porción conyugal, así como  las loterías, rifas, apuestas o similares [artículos 299 y ss, ibídem]
.

Por su parte, el artículo 47 del Ordenamiento Tributario determina que no constituye ganancia ocasional lo que se recibe por concepto de gananciales.
En cambio, se considera ganancia ocasional para los contribuyentes sometidos a este impuesto, los provenientes de herencias, legados y donaciones y lo percibido por porción conyugal.
De suerte que en la liquidación de las sociedades conyugales por efecto de una sucesión, se predica la generación del impuesto de ganancias ocasionales para el cónyuge supérstite, en la parte que reciba a título de “porción conyugal”, en cambio, se excluye del gravamen lo asignado por concepto de gananciales.
En el Impuesto sobre la Renta y Complementarios, cada uno de los cónyuges individualmente considerado es sujeto gravable en cuanto a sus correspondientes bienes y rentas [art. 8 del E.T.]; durante el proceso de liquidación de la sociedad conyugal, el sujeto del impuesto sigue siendo cada uno de los cónyuges, o la sucesión ilíquida, según el caso. 

Al quedar dicha sociedad liquidada, los activos adquiridos durante la vigencia del matrimonio; o los bienes propios aportados a éste, no son susceptibles de producir un incremento neto en el patrimonio de uno o ambos cónyuges, por cuanto ya formaban parte de éste, toda vez que fue capitalizado en su momento, es decir, en la medida que se iba generando el ingreso, razón por la que no puede ser considerado como gravado, al tenor de lo dispuesto por el artículo 26 del Estatuto Tributario. 

Se colige entonces, que al no tener el carácter de ingreso generado en el período gravable, sino de reintegro de un capital extraído previamente del patrimonio propio de uno de los cónyuges, mal podría someterse al gravamen de ganancia ocasional para el citado período fiscal.
Para el evento en estudio, la Administración en la liquidación oficial (fl 8 e.) frente a la partida de $1.440.172.800 representativa del 80% de la herencia [$1.800.216.000], consideró que solamente un 50% [$900.108.000] eran ingresos no gravados, en tanto que el 30% que asciende a $540.064.000 por pago de deudas de la sociedad conyugal y recompensas eran susceptibles de constituir ganancia ocasional.

La actora ha explicado a lo largo del debate que lo recibido por deudas y recompensas, corresponde al reintegro de dinero que le fue donado por su padre antes de casarse, y que ella aportó para que su cónyuge adquiriera bienes que acrecentaron el haber social.

Para la Sala la posición oficial es errada, toda vez  que los preceptos legales (arts. 47 y 302 del E.T.) son claros en señalar que como resultado de una sucesión, solo constituye Ganancia Ocasional gravable lo correspondiente a “Herencias, legados y donaciones”, no contemplando dentro de los rubros gravados con este tributo los gananciales, ni las deudas y recompensas; de donde no es procedente que mediante la expedición de un acto administrativo se determine impuesto de ganancia ocasional sobre ellos, dado que la normatividad fiscal expone en forma taxativa los conceptos sujetos a dicho gravamen. 

Por tanto, el 30% [$540.064.000] del total de bienes inventariados [$1.800.216.000], adjudicados  a la demandante en la Escritura No. 1406 de junio 6 de 2000 mediante la cual se liquidó la sucesión intestada de Jorge Alfonso Salazar Tamayo (fl.140 e.), bajo la modalidad de deudas y recompensas que le debía la sociedad conyugal, no pueden ser objeto del mencionado impuesto por el año gravable en discusión.

Tampoco le asiste razón a la entidad demandada, al aseverar que “La prueba testimonial allegada no surte ningún efecto en materia tributaria, pues se requiere de documentos sobre el origen de la sucesión, legado o asignación”; ya que si bien la prueba testimonial no es admisible para demostrar situaciones que por su naturaleza suponen la existencia de documentos o registros escritos (Artículo 752 E.T.) , la prueba documental existe para este caso, representada en la Escritura Pública N° 1406 del 6 de junio de 2000, en la que consta la liquidación de la sucesión intestada del cónyuge de la contribuyente y su respectiva adjudicación como gananciales, deudas y recompensas no gravadas con el impuesto de ganancia ocasional.  

De tal forma que las “deudas y recompensas” como pago por un crédito o indemnización al cónyuge supérstite que se hacen valer en el momento de liquidar la sociedad conyugal, por haber ocurrido desplazamientos patrimoniales de su propiedad hacia ésta, o por cancelación de obligaciones
 a su favor, debe ser exonerado del impuesto complementario de ganancias ocasionales.

En atención a todo lo anterior, la Sala encuentra que los actos administrativos demandados son contrarios a derecho, motivo por el cual revocará la sentencia de primer grado, para en su lugar declarar su nulidad.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F  A  L  L  A:

REVOCASE la sentencia apelada, y en su lugar se dispone:
ANULASE la Liquidación Oficial de Revisión No. 160642003000076 de agosto 25 de 2003 y la Resolución No. 160772004000016 de julio 15 de 2004, proferidas por la Administración de Impuestos y Aduanas Nacionales de Pereira, mediante los cuales se modificó la declaración de renta y complementarios del año gravable de 2000 a cargo de la señora AURA ROSA MEDINA DE SALAZAR.
Como restablecimiento del derecho se declara que no está obligada a cancelar las sumas oficiales determinadas por concepto de impuesto de ganancia ocasional y sanción por inexactitud.
RECONOCESE personería para actuar a nombre de la entidad demandada a la abogada ANA ISABEL CAMARGO ANGEL en los términos del poder que obra en el informativo.

Cópiese, notifíquese, comuníquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.  Cúmplase.

La anterior providencia fue discutida y aprobada en la sesión de la fecha.

HECTOR J. ROMERO DIAZ 
MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Presidente de la Sección
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